(MODELO DE ACCION DE TUTELA INTERPUESTA CONTRA EPS)


Honorables Jueces 
JUECES _____________ MUNICIPALES (Reparto)
____________ - (Depatamento)
E.S.D.

Asunto: Acción de Tutela 
Accionante: _______________________ en representación de ______________________
Accionado: _____________ E.P.S.-S 
Derechos vulnerados: Derecho fundamental a ________________________

_____________________ identificada con la cédula de ciudadanía No __________________________ , en nombre y representación de mi menor hija _______________________ identificada con NUIP ______________, beneficiaria de la EPS-S ____________, por medio de la presente me dirijo a Usted, en uso de la Acción de Tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia y el Decreto Reglamentario 2591 de 1991, para lo cual me permitiré relatar en el marco de los siguientes ítems:
I. IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

Legitimación por Activa. ( información de la parte accionante) ______________________________

Legitimación por Pasiva. (Informacion de la parte accionada) _______________________________

II. FUNDAMENTOS DE HECHO

1. ( Señalar la EPS a la cual se encuentra afiliado el cotizante o beneficiario ________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

2.  (Describir las enfermedades y/o patologias que repsenta el accionante) ________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

3.  (Describir tratamientos, medicamentos o terapias que los médicos ordenaron con ocasión al diagnostico y manifestar todo lo pertinente a autorizaciones) ________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________ 


4.  (Describir de que manera han intentado que la EPS cumpla con lo ordena por los médicos tratantes) ________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

5. (Describir de que manera la EPS ha dilatado el acceso al sistema de salud) ________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

III. NORMAS VIOLADAS
CONSTITUCIONALES: 
· DERECHO A LA IGUALDAD: 
Que el Articulo 13 de la Constitución Política de Colombia establece que: “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.” (Negrilla fuera de texto). 
LEGALES:
Ley 23 de 1981

“Artículo 4: “La asistencia médica se fundamentará en la libre elección del médico, por parte del paciente. En el trabajo institucional se respetará en lo posible este derecho.”

Ley 100 de 1993

Según el Artículo 153 de la ley 100 de 1993 sobre la Libre escogencia expone: “El Sistema General de Seguridad Social en Salud permitirá la participación de diferentes entidades que ofrezcan la administración y la prestación de los servicios de salud, bajo las regulaciones y vigilancia del Estado y asegurará a los usuarios libertad en la escogencia entre las Entidades Promotoras de Salud y las Instituciones prestadoras de servicios de salud, cuando ello sea posible según las condiciones de oferta de servicios. Quienes atenten contra este mandato se harán acreedores a las sanciones previstas en el artículo 230 de esta ley". (Negrillas fuera de texto). 

En el mismo orden, el Artículo 156 de la Ley 100 de 1993, establece: “Características Básicas del Sistema General de Seguridad Social en Salud. El Sistema General de Seguridad Social en Salud tendrá las siguientes características: 

		(…)
g) Los afiliados al sistema elegirán libremente la Entidad Promotora de Salud, dentro de las condiciones de la presente ley. Así mismo, escogerán las instituciones prestadoras de servicios y/o los profesionales adscritos o con vinculación laboral a la Entidad Promotora de Salud, dentro de las opciones por ella ofrecidas.” 
Ley 1618 de 2013
Artículo 7°. DERECHOS DE LOS NIÑOS Y NIÑAS CON DISCAPACIDAD. De acuerdo con la Constitución Política, la Ley de Infancia y Adolescencia, el artículo 7° de la Ley 1346 de 2009, todos los niños y niñas con discapacidad deben gozar plenamente de sus derechos en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas. Para garantizar el ejercicio efectivo de los derechos de los niños y niñas con discapacidad, el Gobierno Nacional, los Gobiernos departamentales y municipales, a través de las instancias y organismos responsables, deberán adoptar las siguientes medidas:
 
1. Integrar a todas las políticas y estrategias de atención y protección de la primera infancia, mecanismos especiales de inclusión para el ejercicio de los derechos de los niños y niñas con discapacidad.
(…)
 
4. Todos los Ministerios y entidades del Gobierno Nacional, garantizarán el servicio de habilitación y rehabilitación integral de los niños y niñas con discapacidad de manera que en todo tiempo puedan gozar de sus derechos y estructurar y mantener mecanismos de orientación y apoyo a sus familias.

  
Artículo 9°. DERECHO A LA HABILITACIÓN Y REHABILITACIÓN INTEGRAL. Todas las personas con discapacidad tienen derecho a acceder a los procesos de habilitación y rehabilitación integral respetando sus necesidades y posibilidades específicas con el objetivo de lograr y mantener la máxima autonomía e independencia, en su capacidad física, mental y vocacional, así como la inclusión y participación plena en todos los aspectos de la vida. Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la habilitación y rehabilitación, se implementarán las siguientes acciones:
 
1. La Comisión de Regulación en Salud (CRES), definirá mecanismos para que el Sistema General de Seguridad Social y Salud (SGSSS) incorpore dentro de los planes de beneficios obligatorios, la cobertura completa de los servicios de habilitación y rehabilitación integral, a partir de estudios de costo y efectividad que respalden la inclusión. Para la garantía de este derecho se incluirán distintas instituciones como el Ministerio de Cultura, el Ministerio de Salud y Protección Social, Artesanías de Colombia, el Sena, y los distintos Ministerios según ofrezcan alternativas y opciones terapéuticas.
 
2. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien haga sus veces, asegurará que la prestación de estos servicios se haga con altos estándares de calidad, y sistemas de monitoreo y seguimiento correspondientes.
 
3. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien haga sus veces, definirá, promoverá y visibilizará, en alianza con la Superintendencia Nacional de Salud y otros organismos de control, esquemas de vigilancia, control y sanción a los prestadores de servicios que no cumplan con los lineamientos de calidad o impidan o limiten el acceso a las personas con discapacidad y sus familias.
(…)

9. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien haga sus veces, garantizará la rehabilitación funcional de las personas con Discapacidad cuando se haya establecido el procedimiento requerido, sin el pago de cuotas moderadoras o copagos, en concordancia con los artículos 65 y 66 de la Ley 1438 de 2011.
 
Artículo 10. DERECHO A LA SALUD. Todas las personas con discapacidad tienen derecho a la salud, en concordancia con el artículo 25 de la Ley 1346 de 2009. Para esto se adoptarán las siguientes medidas:
 
1. El Ministerio de Salud y Protección Social, o quien haga sus veces, deberá:
 
a) Asegurar que el Sistema General de Salud en sus planes obligatorios, Plan Decenal de Salud, Planes Territoriales en Salud, y en el Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas, garantice la calidad y prestación oportuna de todos los servicios de salud, así como el suministro de todos los servicios y ayudas técnicas de alta y baja complejidad, necesarias para la habilitación y rehabilitación integral en salud de las personas con discapacidad con un enfoque diferencial, y desarrollo de sus actividades básicas cotidianas;
 (…)

e) Eliminar cualquier medida, acción o procedimiento administrativo o de otro tipo, que directa o indirectamente dificulte el acceso a los servicios de salud para las personas con discapacidad;
 
 
3. La Superintendencia Nacional de Salud, las direcciones territoriales de Salud y los entes de control, deberán estipular indicadores de producción, calidad, gestión e impacto que permite medir, hacer seguimiento a la prestación de los servicios de salud, a los programas de salud pública y a los planes de beneficios, que se presten y ofrezcan para las personas con discapacidad e incorporar en el Programa de Auditorías para el Mejoramiento de la Calidad (Pamec), los indicadores de discapacidad y de esta forma asegurar la calidad en la prestación de los servicios de salud por parte de las entidades responsables, y sancionar cualquier acción u omisión que impida o dificulte el acceso de las personas con discapacidad.” (Negrillas y subrayado fuera de texto). 
 
JURISPRUDENCIALES: 

· DERECHO A LA SALUD INTEGRAL: 
“El derecho a la salud por estar en inmediata conexión con el derecho a la vida, como un derivado necesario, es, esencialmente, un derecho fundamental que tiene toda persona humana desde el momento mismo de su concepción hasta su muerte, derecho que implica conservar la plenitud de sus facultades físicas, mentales y espirituales; y poner todos los medios ordinarios al alcance para la prevención de las enfermedades, así como para la recuperación..."[footnoteRef:1]. [1:  Sentencia T-013 enero 17 de 1995] 

“Por lo anterior, es importante destacar que la Corte Constitucional ha  el principio de integralidad del sistema de salud desde dos ópticas:
“Existen dos perspectivas desde las cuales la Corte Constitucional ha desarrollado el principio de integralidad de la garantía del derecho a la salud. Una relativa a la integralidad del concepto mismo de salud, que llama la atención sobre las distintas dimensiones que tienen las necesidades de las personas en materia de salud, valga decir necesidades preventivas, educativas, informativas, fisiológicas, psicológicas, entre otras.
La otra perspectiva, que interesa particularmente en el presente caso, es la que da cuenta de la necesidad de proteger el derecho fundamental a la salud de manera tal que todas las prestaciones requeridas por una persona en determinada condición de salud sean garantizadas de manera efectiva. Esto es, que la protección sea integral en relación con todo aquello que sea necesario para conjurar la situación particular de un(a) paciente.”
En la misma providencia, la Corporación establece la importancia de clarificar la afectación del derecho a la salud y ante la ausencia de orden emitida por el médico tratante y autorización de servicios no POS:
“En los supuestos en los que el conjunto de prestaciones que conforman la garantía integral del derecho a la salud no estén necesariamente establecidos a priori, de manera concreta por el médico tratante, la protección de este derecho conlleva para el juez constitucional la necesidad de hacer determinable la orden en el evento de conceder el amparo, por ejemplo, (i) mediante la descripción clara de una(s) determinada(s) patología(s) o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable…”
La Corte Constitucional ha encontrado criterios determinadores recurrentes en presencia de los cuales ha desarrollado líneas jurisprudenciales relativas al reconocimiento de la integralidad en la prestación del servicio de salud. Así, esta Corporación ha dispuesto que tratándose de: (i) sujetos de especial protección constitucional (menores, adultos mayores, desplazados(as), indígenas, reclusos(as), entre otros), y de (ii) personas que padezcan enfermedades catastróficas (sida, cáncer, entre otras), se debe brindar atención integral en salud, con independencia de que el conjunto de prestaciones requeridas estén excluidas de los planes obligatorios.”[footnoteRef:2] [2:  Sentencia T-731 21 de septiembre de 2012] 



IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

CONSTITUCIONALES

· “Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.”


· “Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.
La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución.	
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.”


LEGALES

· Decreto 2591 de 1991. Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política.


V. PRETENSIONES

En aras de garantizar la protección de mis derechos fundamentales, respetuosamente solicito al Señor Juez, que se amparen los derechos vulnerados y se acceda a las siguientes pretensiones:

1. Con fundamento en los hechos narrados y en las consideraciones expuestas, respetuosamente solicito al Señor Juez AMPARAR y TUTELAR los derechos constitucionales fundamentales invocados.

2. ORDENAR a la EPS-S  (Describir de forma clara la solicitud dirigida a la EPS manifestando  todos los servicios que requiere para acceder al servicio ordenado por el medido tratante) ________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

3. ORDENAR a la EPS-S  (Señalar cualquier otro solicitud de servicios médicos que requiere el beneficiario o cotizante por parte de la EPS) ______________________________________________________________________________
____________________________________________________________________________________________________________________________________________________________



VI. PETICIÓN ESPECIAL

Así mismo, solicito honorable juez, que de considerarse pertinente, deberá darse aplicación al principio “IURA NOVIT CURIA”, donde el fallador al calificar la realidad procesal de la petición sometida a su consideración, con base en este principio, puede y debe aplicar el derecho pertinente, al tenor de las normas violadas con carácter de fundamental, así resulte contrario o superior al implorado.
	
VII. COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO

De acuerdo a lo preceptuado en el numeral 1 del artículo 1 del Decreto 1382 del 2000, por el cual se establecen reglas para el reparto de la acción de tutela, y en cuanto a la gravedad del asunto, son ustedes competentes señores Jueces para conocer la presente acción de tutela.


VIII. JURAMENTO

Manifiesto, bajo la gravedad del juramento, que no he interpuesto otra acción de Tutela, o acción o demanda jurisdiccional por los mismos hechos y derechos aquí relacionados, ni contra la misma autoridad.

IX. PRUEBAS

Para que obren como tales me permito aportar, en fotocopia informal, los siguientes documentos: 

1. ____________________________________.
2. ____________________________________
3. ____________________________________
	


X. ANEXOS

Me permito anexar la siguiente documentación:

1. Copias simples de los documentos referidos en el acápite de pruebas.
2. Copia de la acción y sus anexos para archivo y traslado a la entidad accionada.


XI. NOTIFICACIONES

Para efectos de recibir notificaciones enviarla a la Carrera _________________________
E-mail: _______________@gmail.com    Cel. _______________   
La entidad accionada en: 
· EPS-S ____________, en la Carrera ______________________________

Del señor Juez, 




_____________________________________
C.C. No. _____________________________

